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Presentación

Este informe fue elaborado principalmente por tres or-
ganizaciones de mujeres involucradas en la defensa de 
los derechos sexuales y reproductivos en Argentina y así 
como en la atención de las necesidades de la salud sexual 
y reproductiva. Se basó e incorporó capítulos elaborados 
por un grupo más amplio de organizaciones de mujeres 
y de Derechos Humanos, para el informe sombra de Ar-
gentina para la 44º Sesión (julio 2009) de la Comisión 
de Expertas de la CEDAW, que debía revisar el informe 
de Argentina. El mismo se postergó, a solicitud del go-
bierno argentino, y se tratará en la Sesión 46º que se 
realizará en julio 2010. 

El grupo responsable del informe sombra  de la CEDAW 
está constituido por CEDEM (Centro de Estudios de 
la Mujer); CLADEM (Comité de América Latina y el 
Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer) 
Sección Argentina; CELS (Centro de Estudios Legales 
y Sociales); CDD (Católicas por el Derecho a Decidir 
Córdoba); CEDES (Centro de Estudios Económicos y 
Sociales); FEIM (Fundación para Estudio e Investiga-
ción de la Mujer); Feministas en Acción; INSGENAR; 
y Mujeres Trabajando.

El Programa de Acción de la Conferencia Internacional 
de Población y Desarrollo aprobado en 1994 en el Cairo 
significó un hito en los compromisos y definiciones tan-
to de los derechos como de la salud sexual y reproduc-
tiva. El reconocimiento definitivo del derecho de toda 
persona a decidir sobre si tener o no hijos, con quien 

y cuando; así como los derechos sexuales implicaron la 
obligación de los Estados a proveer servicios orientados 
a permitir el máximo nivel de salud posible, eliminan-
do toda forma de coerción y violencia. De definir los 
gobiernos metas demográficas que obligaban a las per-
sonas a someter sus decisiones a esas políticas de estado, 
se pasó a reconocer los derechos reproductivos inclui-
dos los sexuales y a establecer servicios de salud sexual y 
reproductiva para proveer información y atención para 
facilitar decisiones informadas y accesibles a todas las 
personas sin distinción de ningún tipo.

Argentina recién en el 2002 y mientras atravesaba una 
crisis social, económica y política muy grave, sancionó 
la ley 25673 de Salud Sexual y Procreación Responsable 
que cambió radicalmente su política, especialmente la 
desarrollada durante la década de los ‘90. Si bien en-
tre fines del 2001 y el 2002 mujeres, jóvenes y niños 
experimentaron los máximos niveles de pobreza e indi-
gencia debido a la profunda crisis. Paradójicamente la 
crisis permitió visibilizar y evidenciar como se afectaba 
la salud sexual y reproductiva de la población, lo que 
permitió, sumado al compromiso político de las máxi-
mas autoridades del gobierno nacional, que se aprobara 
esta ley.

La ley 25673 constituyó en Argentina el punto de in-
flexión respecto a la actitud y las políticas públicas frente 
a los derechos sexuales y reproductivos.
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Situación de las 
mujeres y niñas
Si bien la situación social y económica mejoró desde el 
2003, debemos señalar que disminuyeron los niveles de 
pobreza pero que no disminuyó la desigualdad, sino que 
por el contrario, esta continúa creciendo. La brecha de la 
desigualdad no disminuye al mismo ritmo que se modi-
fican los niveles de pobreza. La desigualdad está convir-
tiéndose en una variable estructural con los consiguientes 
efectos negativos especialmente para mujeres y jóvenes. 
En este sentido, las políticas públicas no están orientadas 
a eliminar o achicar la desigualdad, lo que es motivo de 
preocupación, por el contrario continúan los programas 
asistencialistas con alto nivel de clientelismo.

Respecto a la Igualdad y al Empoderamiento de las mujeres, 
la principal novedad registrada en los años recientes fue la 
aprobación del Protocolo Facultativo de la CEDAW, que 
demoró 5 años en lograrse su aprobación. Esto obligó a una 
fuerte y sostenida lucha de las organizaciones de mujeres en 
el Senado de la Nación y el Poder Ejecutivo. Las principa-
les resistencias a esta aprobación se asociaban con la posible 
interpretación de la liberalización del acceso al aborto y que 
atentaba contra la seguridad nacional.

Si bien la aprobación del Protocolo Facultativo de la 
CEDAW constituye un avance, no se ha realizado difu-
sión a la población al respecto, ni se está promoviendo 
su utilización por parte de las mujeres.

Salud sexual y 
reproductiva
En octubre del 2002 y después de 9 años de lucha de las 
organizaciones de mujeres y su alianza con diputados y 
senadores así como con otros grupos de la población, se 
logró la aprobación de la ley 25.673 que creó el Programa 
Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable. En 
marzo del 2003 se inició la implementación del Progra-
ma Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 
–PNSSyPR-. Si bien entre el 2004 y el 2007 aumentó 
el número de establecimientos incorporados al progra-
ma, todavía hoy su implementación es muy heterogénea, 
tanto en la gama de servicios que se brindan como en su 
calidad y también en el alcance en las distintas provin-
cias y/o áreas siendo muy deficiente o casi inexistente 
en algunas de ellas.1 Esto significa que la ley de Salud 
Sexual y Procreación Responsable no se aplica de manera 
uniforme en las 23 provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, que conforman el Estado Federal Argen-
tino, con la consecuente desigualdad regional entre las 
mujeres que viven en el país.

Respecto a la provisión de métodos anticonceptivos 
-MAC- componente fundamental del programa, si bien 
había mejorado con la implementación del Programa, 
desde fines del 2007 se produjo un desabastecimiento 
de los MAC provistos por el PNSSyPR que aún (marzo 
2009) no se regularizó. Esta situación es muy preocu-
pante porque las usuarias de estos servicios de salud son 
fundamentalmente mujeres pobres que no pueden com-
prar los MAC en las farmacias y que han suspendido su 
uso con el riesgo de embarazos no planeados. Algunas 
provincias informaron aumentos del número de emba-
razos no planeados con el consecuente aumento de in-
terrupciones a través de abortos inseguros, poniendo en 
riesgo la vida de las mujeres.2 La persistencia de esta falta 
de provisión de MAC por parte del Ministerio de Salud 
de la Nación hasta la fecha es muy grave porque cercena 
la legitimidad del Programa y disminuye su credibilidad 
entre las usuarias y los prestadores. La falta de insumos 
no puede aducirse a falta de fondos ya que en octubre 
del año 2008 el PNSSyPR sólo había ejecutado, incluido 
los montos comprometidos aunque no devengados, el 
55% de su presupuesto.3 Esto implica una subejecución 
de 45 % del presupuesto. Observar esto casi a fines del 
año hace que sea muy difícil comprometer los fondos 
restantes, máxime si no se han iniciado las tramitaciones 
de compra.

Otro problema registrado en la implementación del 
PNSSyPR es la escasa atención a los adolescentes en 
estos servicios y su rechazo sistemático si no van acom-
pañados de algún adulto 4. Esto, que no se corresponde 
con lo que dice la ley 25673, que no incluye  restriccio-
nes basadas en la edad u otro factor, no es enfrentado por 
el PNSSyPR. El programa no es difundido ni se realizan 
actividades de capacitación al personal de salud a fin de 
que conozcan sus responsabilidades en base a lo que es-
tablece la ley. 5

La falta de capacitación del personal es otro factor más 
que afecta la calidad de las prestaciones que brindan los 
servicios de salud. Estos tienen además horarios restrin-
gidos, que  obligan a las mujeres a ir muy temprano a 
retirar el turno para ser atendidas varias horas después, 
o que se lo asignen con mucha demora dadas las largas 
listas de espera. También se observa la falta de privacidad 
en la atención, la ausencia de consejería sobre que métodos 

1. Situación de la Atención de la Salud Sexual y Reproductiva en Argentina, 2003-08, 
CoNDeRS, 2008. http://www.conders.org.ar/pdf/Situacion_de_la_atencion_2003-
2008.pdf
2. Informe Monitoreo de la implementación del Programa Nacional de Salud Sexual 
y Procreación Responsable”, Santiago del Estero, CoNDeRS, 2008. http://www.
conders.org.ar/pdf/Santiago_del_Estero_final_2008.pdf
3. Informe solicitado por CoNDeRS al Ministerio de Salud de la Nación en el 
marco de pedido de información publica, Nota Nº2776/08 DUM, Expte. 1-2002-
14710/08-8.
4. La adolescencia: sus derechos y sus prácticas de sexualidad responsable. CoN-
DeRS. Argentina, 2008.
5. Situación de la Atención de la Salud Sexual y Reproductiva en Argentina, 2003-08, 
CoNDeRS, 2008. http://www.conders.org.ar/pdf/Situacion_de_la_atencion_2003-
2008.pdf
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existen y sus ventajas /desventajas para que la mujer y/o la 
pareja elija libre e informadamente, ni tampoco se brinda 
información sobre los derechos sexuales y reproductivos. 

Respecto a la anticoncepción quirúrgica, si bien se san-
cionó la ley nacional 26130, que estableció el régimen 
para las intervenciones de contracepción quirúrgica (li-
gadura de trompas en las mujeres y vasectomía en los 
varones), su aplicación aún es muy restringida. En la ma-
yoría de los casos, las mujeres todavía deben recurrir a la 
justicia para acceder a una ligadura. Las razones suelen 
ser la oposición de los prestadores y/o de los funciona-
rios de los servicios de salud y las autoridades de salud a 
pesar de que la ley establece que deben ser brindadas sin 
cargo en el sector público, la seguridad social y las enti-
dades de medicina prepaga, o seguros privados. Si bien 
el PNSSyPR elaboró normas y pautas aclaratorias para la 
aplicación de la ley, no las difundió entre los prestadores 
de salud y tampoco entre las mujeres. Es necesario que 
esto se haga a la mayor brevedad para garantizarle a las 
mujeres que lo eligen la posibilidad de efectuárselas. La 
vasectomía está muy poco difundida y tampoco se ha 
hecho ninguna acción gubernamental para difundirla y 
promoverla. 

En el año 2007, por resolución Ministerial Nº 232/2007 
se incorporó a los métodos anticonceptivos provistos por 
el Ministerio de Salud de la Nación, la Anticoncepción 
Hormonal de Emergencia –AHE-, iniciando el Minis-
terio la compra y distribución a los servicios asistenciales. 
La resolución ministerial también incorporó la AHE al 
Programa Médico Obligatorio que las entidades de la se-
guridad social deben brindar. Esto es prácticamente des-
conocido por la población por lo tanto se la solicita muy 
poco, lo que se ve agravado porque existe una impor-
tante resistencia de los prestadores a indicarla aduciendo 
que es abortiva por desconocimiento de su mecanismo 
de acción. 

Embarazo 
adolescente
El embarazo en la adolescencia, o sea en las mujeres me-
nores de 20 años, continúa siendo un tema no enfrentado 
por el gobierno nacional ni los provinciales y/o gobiernos 
locales. Según datos del Ministerio de Salud de la Nación 
en el 2007 ocurrieron 109.561 nacidos vivos de madres 
menores de 20 años, que corresponde al 15,62% del to-
tal de nacimientos (700.792). Esto implica un aumento 
en relación al 2001, cuando se registraron 100.082 que 
correspondían al 14,6% del total de nacimientos.

Los nacimientos en menores de 15 años evidencian tam-
bién una tendencia al aumento en Argentina, en el 2005 
se produjeron 2699 nacimientos de madres menores de 

15 años que correspondían al 2,3% de todos los naci-
mientos de madres menores de 20 años. En el 2007 hubo 
2841 nacidos hijos de madres menores de 15, que corres-
pondieron al 2,5% del total de nacimientos de madres 
menores de 15 años. Incluso se registraron nacimientos a 
edades menores de 10 años. 6

Cuando se considera la tasa de fertilidad de las adoles-
centes de 15 a 19 años en Argentina se observa que a 
partir de 1980, cuando era de 78,3, descendió hasta el 
2002 llegando al 56,4. A partir del 2004 se registra un 
aumento (62,8) y que en el 2005 asciende a 63,7. Este 
aumento de la tasa de fertilidad en las adolescentes de 15 
a 19 años es preocupante y puede vincularse a la falta de 
educación sexual integral en las escuelas, a la no atención 
de las y los adolescentes en los servicios de salud públicos 
si no van acompañados/as de un adulto, entre los princi-
pales motivos. Esta cifra ha superado el promedio que se 
registra en los países menos desarrollados, según un estu-
dio del Centro de Estudios de Población –CENEP-. 7

Una de las consecuencias del aumento de la tasa de fer-
tilidad en las adolescentes de 15 a 19 años, así como el 
crecimiento de los nacimientos en las menores de 15 
años, es que afecta la escolaridad de estas adolescentes 
y niñas, que en general dejan de estudiar sin comple-
tar el secundario, según la edad de la maternidad y ven 
luego afectada su incorporación laboral, relegándolas al 
sector informal del servicio doméstico o similar. Si bien 
la legislación vigente especifica que estas madres adoles-
centes pueden continuar la escolaridad impidiendo a las 
escuelas rechazarlas, es muy difícil para ellas, por la falta 
de guarderías públicas gratuitas en las cuales dejar a los 
bebes. En la Ciudad de Buenos Aires desde el 2006 exis-
ten guarderías en algunas escuelas secundarias donde las 
madres y/o los padres alumnos pueden dejar a sus hijos/
as mientras asisten a clase.

Un estudio reciente en las madres adolescentes que tuvie-
ron el parto en los hospitales públicos da cuenta de cómo 
en la mayoría de esas niñas y adolescentes la iniciación 
sexual se produjo en edades tempranas y en general con 
los novios (86,1%). En 9 casos (0,5%) explícitamente 
reconocen fue forzada, dato que cobra relevancia como 
expresión “punta de iceberg” de un fenómeno silenciado 
aunque presumiblemente más frecuente que el valor re-
gistrado. Gogna señala la escasa bibliografía encontrada 
sobre la salud síquica y emocional de las “niñas-madres”, 
si bien muchos de esos embarazos son producto de re-
laciones sexuales no consensuadas. En las menores de 15 
años los profesionales de salud entrevistados los refieren 
a situaciones de violencia sexual y abuso. Por eso Gogna 

6. Dirección de Estadísticas e Información de Salud, Misterio de Salud de la Nación. 
Anuario Estadísticas Vitales, Serie 5 - Numero 51, Información básica año 2007. 
Diciembre 2008. 
7. Pantelides, Edith, mencionada en artículo de Página 12 “Tras 25 años aumento la 
fertilidad adolescente”, 13 de agosto 2007. http://www.pagina12.com.ar/diario/
elpais/1-89636-2007-08-13.html
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considera que hay una deuda importante de los servicios 
de salud en la identificación y atención de los casos de 
violencia sexual y doméstica. 8

Otro de los problemas que enfrentan estas madres ado-
lescentes es la mayor morbilidad-mortalidad de sus hijos/
as en el primer año de vida o en los cinco primeros años. 
Esto debido a la situación de pobreza y carencia que vi-
ven estas adolescentes y sus hijos, así como la dificultad 
de acceder a los servicios de salud. En general acceden 
sólo a los servicios públicos de salud más cercano a su 
domicilio, que son muy insuficientes. Esto sumado a la 
pobreza y carencia, en que viven estas adolescentes ma-
dres y sus hijos son los principales factores que atentan 
contra la salud y la vida de esos/as niños/as.

Mortalidad materna
La tasa de mortalidad materna -MM-  en Argentina 
es inaceptablemente alta si se la vincula con los in-
dicadores socio sanitarios del país. La tasa de MM ha 
disminuido desde el año 1980 pero la evolución mas re-
ciente, evidencia que se estabilizó desde 1994 aunque con 
ciclos de aumento como ocurre desde el 2006. En el 2005 
la TMM fue de 3,9 por 10.000 nacidos vivos, ascendió a 
4,8 por 10.000 nacidos vivos en 2006 y en el 2007 fue de 
4,6. Respecto de las causas, en el 2007 el gobierno separa 
de las causas directas a las complicaciones por aborto y 
dice que éstas constituyen la tercera causa de muerte ma-
terna con el 29%. Esto no es correcto, ya que la Clasifi-
cación Internacional de Enfermedades de la OMS define 
a las causas directas como “aquellas que resultan de com-
plicaciones obstétricas del embarazo, parto o puerperio; 
de intervenciones, omisiones, tratamiento incorrecto o de 
una cadena de acontecimientos originados en cualquie-
ra de las circunstancias mencionadas.” En este sentido el 
aborto es una causa obstétrica directa. Las causas obstétricas 
directas corresponden al 81% de todas las muertes mater-
nas, siendo el aborto, la primera causa de muerte materna 
con el 29% de las muertes, en el año 2007.

Cabe destacar que las complicaciones por abortos in-
seguros han sido la primera causa de muerte materna 
en Argentina en los últimos 20 años, representando un 
tercio de esas muertes. Argentina junto con Jamaica y 
Trinidad Tobago son los únicos países de la región en 
que el aborto es la primera causa de muerte. 9

La falta de descenso marcado e inclusive el aumento de la 
mortalidad materna implica el incumplimiento del com-
promiso asumido por el país en Naciones Unidas en el 
2000 cuando se aprobaron los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio. En el 2004 los ministros de salud de todas 
las provincias del país junto al ministro nacional en el 
Consejo Federal de Salud -COFESA- firmaron un com-
promiso para disminuir la Mortalidad Materna. En el 

mismo especificaron “que la mujer en situación de aborto 
no sea discriminada y reciba una atención humanizada, 
rápida, efectiva, con asesoramiento y provisión de insumos 
contraceptivos”. También acordaron: “Garantizar el acceso 
a la atención del aborto no punible (o sea el aceptado por la 
ley) en los Hospitales Públicos dando cumplimiento a lo es-
tablecido en el Código Penal”10. Esto no se ha cumplido.

Desde la perspectiva de la salud pública, la alta tasa de 
mortalidad materna por abortos inseguros es un indica-
dor del incumplimiento por parte del Gobierno frente al 
deber de la disponibilidad de servicios para la atención 
del aborto seguro cuando es legal. Por otro lado, el Mi-
nistro de Salud de la Nación aprobó por resolución mi-
nisterial Nº989/2005 la “Guía para el mejoramiento de 
la Atención Post Aborto” de aplicación en todo el país. Si 
bien desde el 2006 el Ministerio de Salud de la Nación ha 
desarrollado un programa de capacitación en las provin-
cias, éste ha sido implementado de forma muy parcial.

Catalizadas por algunos casos muy resonantes en los que 
se les negó el acceso a los servicios de aborto a mujeres que 
quedaban comprendidas en las excepciones del artículo 
86 del Código Penal, en el 2007 algunas jurisdicciones 
avanzaron en la redacción de un protocolo de atención 
de los abortos no punibles. La primera fue la provincia 
de Buenos Aires seguida por la Ciudad de Buenos Aires. 
Luego la provincia de Neuquén y por último el munici-
pio de Rosario, en la provincia de Santa Fe. En octubre 
del 2007, el Ministerio de Salud de la Nación publicó 
la “Guía Técnica para la atención integral de los abortos 
no punibles”. La misma fue elaborada por expertos /as 
de distintas disciplinas y contó con el aval del Consejo 
Asesor del PNSSyPR. Con la asunción a principios de 
diciembre del 2008 de la nueva Ministra de Salud de 
la Nación se ha suspendido su aplicación, expresando 
la ministra que esta guía debe ser estudiada, pero hasta 
ahora, transcurridos 15 meses desde su asunción, su apli-
cación continúa interrumpida y no se difunde a través de 
la web del Ministerio.

Estado actual de la 
legislación sobre 
aborto
La legislación sobre aborto en Argentina no se ha modi-
ficado, la misma data del año 1922, considera al aborto 
como un delito con excepción de las causales previstas 

8. Gogna, Mónica (compiladora) “Embarazo y Maternidad en la adolescencia. Este-
reotipos, evidencias y propuestas para políticas publicas “UNICEF, CEDES, Argentina 
Salud, Minist. Salud y Ambiente, Buenos Aires, agosto 2005.
9. “La salud en las Américas”, OPS, 2002, vol. I, http://www.paho.org/Spanish/
DD/PUB/SAp14.pdf
10. “Compromiso para la Reducción de la Mortalidad Materna”, Dirección Nacional 
de Salud Materno Infantil, Ministerio de Salud de la Nación. http://www.conders.
org.ar/pdf/Compromiso_reduc_MM.pdf
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en el art. 86: “El aborto practicado por un médico diplo-
mado con el consentimiento de la mujer encinta no es 
punible: (1) Si se ha hecho con el fin de evitar un peligro 
para la vida o la salud de la madre y si este peligro no 
puede ser evitado por otros medios; o (2) si el embarazo 
proviene de una violación o de un atentado al pudor co-
metido sobre una mujer idiota o demente. En este caso 
el consentimiento de su representante legal deberá ser 
requerido para el aborto.”

En los últimos años se han presentado más de 14 proyec-
tos para despenalizar y legalizar el aborto, entre ellos el 
de la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Legal 
Seguro y Gratuito que lleva la firma de 22 diputados/as y 
cuenta con el consenso de más de 250 organizaciones de 
todo el país. Se ha constatado un significativo avance en 
el consenso social favorable y despenalizador en relación 
al aborto, reflejado por numerosas encuestas de opinión 
realizadas tanto por los medios de comunicación como 
por organizaciones de la sociedad civil 11, sin embargo 
esto no se ha traducido en voluntad política del gobierno 
para modificar la ley.

Estado actual de la legislación sobre Aborto no puni-
ble -ANP-: Preocupa también que frente a los gravísimos 
casos que han tomado estado público y a la alta adhesión 
social a los cambios legislativos que garantizarían a las 
mujeres el acceso al aborto, existan escasos avances legis-
lativos tanto en la reglamentación del ANP en las distin-
tas jurisdicciones (Federal, Provincial y Municipal) como 
en la necesaria modificación del Código Penal -CP- que 
sanciona el aborto. 12 Es más, los avances producidos 
en el ámbito legislativo muchas veces son frenados desde 
los Ejecutivos inclusive mediante el uso de Instrumentos 
legales –de manera cuestionable y con pérdida de la le-
gitimidad del orden Jurídico- en pos de obturar la apli-
cación del ANP. 13 Durante el año 2008 se presentó -en 
la Cámara de Diputados de la Nación- un proyecto de 
modificación del Código Penal y de reglamentación del 
ANP firmado por las presidentas de las comisiones de 
Legislación Penal y Mujer y Familia y el presidente de la 
comisión de Salud 14. El proyecto recibió aportes desde 
las organizaciones feministas y de mujeres y se realizaron 
debates públicos, sin embargo no se logró su aprobación 
y hasta la fecha no se ha vuelto a convocar para continuar 
su tratamiento en comisiones.

El actual contexto argentino se caracteriza también por la 
incapacidad del Estado de dar una respuesta oportuna a la 
demanda de atención del aborto no punible (ANP), una 
fuerte presión de los grupos fundamentalistas religiosos 
sobre distintos niveles del Estado y la resistencia de la cor-
poración médica y de las instancias inferiores del Poder 
Judicial a aplicar la ley. Continúan repitiéndose en este 
período de informe dificultades en cuanto a la interpreta-
ción que desde los sectores médicos y jurídicos se hace del 
art. 86 del C.P., lo que ha llevado en repetidas ocasiones 
a que los pedidos sean judicializados o simplemente de-

negados. Pese a que la Guía Técnica elaborada por el Mi-
nisterio de Salud de la Nación realiza una interpretación 
amplia de la noción de salud y contempla todos los casos 
de violación, a raíz del cambio de gestión este documento 
nunca logró convertirse en resolución Ministerial, lo que 
en la práctica se tradujo en la falta de difusión y capacita-
ción a los fines de otorgarle legitimidad.

Acceso a la salud sin discriminación: Art. 12
Impedimento del acceso al aborto en los casos en que 
éste es legal:
Situación de las niñas violadas: Resulta preocupante 
que pese a que la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
15 ha adoptado el concepto de salud tal como lo define 
la OMS y los Tratados de Derechos Humanos, a que la 
guía Técnica se ha manifestado en el mismo sentido y que 
existen precedentes dentro del Poder Judicial en el senti-
do de que en los casos de niñas que han sido violadas se 
considera procedente la solicitud de aborto por violación 
y por razones terapéuticas 16, en otras jurisdicciones del 
país este mismo Poder les ha negado ese derecho. La pro-
vincia de Mendoza resulta un caso extremo de violación 
a los derechos humanos de las niñas que han sufrido vio-
lencia sexual e incesto, que -en los casos relevados- pro-
vienen de sectores de escasos recursos económicos y por 
ello no tienen más opciones que acudir al sistema público 
de salud. En varios casos recientes tanto estos servicios 
de salud pública como el poder judicial de esa provincia 
no sólo no asistieron correctamente a niñas de entre 11 
y 14 años que cursaban un embarazo resultante de una 
violación y cuyas madres solicitaron la interrupción del 

11. La Encuesta CONICET arrojó los siguientes resultados “Opinión sobre el aborto: 
El 63.9% de la población expresa estar de acuerdo con el aborto en ciertas circuns-
tancias. Se destaca el hecho de que el 68,6% de los católicos opine en igual sen-
tido, evidenciando un estado de creencia religiosa, sin pertenencia ni identificación 
con las normas que la institución proclama”. Primera Encuesta sobre Creencias 
y Actitudes Religiosas en Argentina Director: Dr. Fortunato Mallimaci Coordinador: 
Dr. Juan Cruz Esquivel. Año 2008 Disponible en: http://www.ceil-piette.gov.ar [Fe-
cha de consulta 6 de Marzo de 2009] / Encuesta de ELA señala: “Actitudes hacia 
la despenalización del aborto: la idea de que el aborto debería seguir siendo un 
delito como hasta ahora es francamente minoritaria: 8 de cada 10 mujeres que 
responden la pregunta acuerdan con algún grado de despenalización.” ELA Situación 
y percepción de las mujeres argentinas acerca de sus condiciones de vida. Año 
2006 Disponible en: http://www.consejomujeres.gba.gov.ar, [Fecha de Consulta 6 
de Marzo de 2009]/ Encuesta Diario Rosario 3 marzo de 2009, ante la consulta 
“¿Se debe despenalizar el aborto?” El 42 % de los participantes dijo estar a favor 
de la despenalización en todos los casos, y el 39,88 % estar a favor en los casos de 
violación o riesgo para la vida de la mujer. Disponible en: http://www.rosario3.com 
[Fecha de Consulta 5 de Marzo de 2009]. / Encuesta La Capital, Agosto 2009 ante 
la consulta “¿Está de acuerdo con la despenalización del aborto? “, el 78.1 % de 
los participantes votó por el si. Disponible en: http://www.lacapital.com.ar [Fecha 
de Consulta 24 de Agosto de 2008].
12. Solo tienen protocolo de atención de ANP la Provincia de Bs. As. y la Ciudad de 
Rosario en Santa Fe.
13. Veto Gobernador de la Pampa a la Ley de ANP aprobada por 2/3 de la Legisla-
tura Provincial. 
14. Nº de Expediente 5212-D-2008 Trámite Parlamentario 126 . Autores: Dip. Nora 
César, Juliana Di Tulio y Juan Sylvestre Begnis.
15. CSJN Y. 112. XL. Acción de Amparo. Derecho a la Salud. Intervención de liga-
dura de trompas. “YAPURA Gloria Catalina C/ Nuevo Hospital El Milagro y Provincia 
de Salta S/ Amparo, (06-06-2006) “ …prerrogativas constitucionales que hacen al 
derecho a la salud en su más amplio sentido, entendido como el equilibrio psico-
físico y emocional de una persona, el derecho a la vida, a la libre determinación, a la 
intimidad, al desarrollo de la persona en la máxima medida posible y a la protección 
integral de la familia (Artículos 14 bis, 16, 19 y 75 inc. 22) de la Constitución Nacio-
nal y Tratados internacionales …”
16. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Segunda, en “O. M. V. s/ víc-
tima de abuso sexual”, (21/20/2007) falló encuadrando el caso de la niña violada 
en los incisos 1 y 2 de art. 86 del C.P.
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embarazo, sino que además se desconocieron abiertamen-
te derechos y garantías constitucionales. En el accionar de 
médicos, fiscales y jueces se detectaron irregularidades ad-
ministrativas y procesales como la privación de la libertad 
ambulatoria mediante la internación con la finalidad de 
controlar que no se realizara el aborto, la solicitud innece-
saria de orden judicial, el libre acceso de personas extrañas 
–pertenecientes a grupos fundamentalistas religiosos- al 
lugar de internación para presionar a las niñas, el impe-
dimento –sin que mediara justa causa- del contacto de la 
madre solicitante con la niña con privación de la guarda y 
otorgada a la abuela que se manifestó en contra de la in-
terrupción del embarazo, el desconocimiento del derecho 
por los jueces de las instancias inferiores, la persecución 
a las abogadas que asistieron los pedidos 17, la negativa 
de la práctica con la excusa de que el delito se habría co-
metido en otra jurisdicción 18. En esta misma provincia 
se realizan también persecuciones a mujeres que supues-
tamente habrían abortado. En un caso se practicó bajo 
presión la inspección corporal y examen médico de una 
mujer inmigrante y analfabeta sin contar con los recaudos 
que impone el respeto al debido proceso legal, violándose 
entre otros su derecho a la intimidad. 19

Situación de mujeres discapacitadas violadas: siendo 
el aborto en estos casos claramente legal, sin discusión 
en doctrina ni jurisprudencia, los pedidos de atención 
del ANP son obstaculizados mediante la judicialización 
y otras estrategias al igual que en el caso de las niñas. El 
abuso jurisdiccional de funcionarios y magistrados, el aco-
so fundamentalista a las familias para que no continúen 
con los pedidos de interrupción de los embarazos sin que 
se tomen medidas de protección adecuadas y las resolu-
ciones judiciales que restringen la libertad ambulatoria 
o ejercen un control sobre la continuidad del embarazo 
han sido un común denominador en los últimos años.20 
Asimismo – en varios casos relevados- en los jueces de 
las instancias inferiores se ha comprobado el vínculo de 
los mismos con los grupos anti-decisión al hacerles lugar 
a medidas solicitadas completamente fuera de todo de-
recho y en perjuicio de la vida y la salud de las mujeres 
discapacitadas 21.

La situación del aborto terapéutico es diferente de acuer-
do a las jurisdicciones donde se producen los casos, pero 
en general no son atendidos en el sistema público de 
salud. En provincia de Bs. As. después del caso del año 
2005 22 que tuvo fallo de la Corte de esa provincia y el 
aborto se realizó cuando la mujer cursaba el quinto mes 
de embarazo, existe un protocolo de atención y no se han 
judicializado más casos. En cambio en la provincia de 
Santa Fe la negativa del Hospital a realizarle el aborto a 
una joven embarazada que padecía cáncer se cobró la vida 
de la mujer y también de la niña que nació prematura 
debido al grave estado de la madre, en este caso - como lo 
hizo la jueza en L.M.R- la negativa estuvo fundada en las 
convicciones religiosas del personal interviniente. 23

VIH/SIDA
El VIH/SIDA continúa aumentando en las mujeres en 
Argentina. La razón hombres/mujeres enfermos de Sida 
ha disminuido de 20 a 1 en 1984 a 2,8 a 1 en el 2008. A 
su vez en las nuevas infecciones esta razón es de 1,7 hom-
bres por cada mujer entre el 2005/2007. Desde el 2004, 
en la población de 15 a 24 años, es en el único grupo en 
el que es mayor en las mujeres que en los hombres: 1,2 
mujeres con nueva infección por cada hombre. Si se es-
tudia el grupo de 13 a 19 años esta razón mujeres/hom-
bres aumenta a 1,3 mujeres infectadas por cada hombre. 
Esto indica cómo la epidemia crece en Argentina en base 
a las mujeres jóvenes en el país. La feminización de la 
pobreza coincide con la pauperización de las mujeres, en 
un estudio realizado en el 2002 se evidenció claramente 
la asociación del aumento del VIH con el aumento de la 
pobreza. 24

17. Caso I. V. A una niña de 13 años violada por su padre biológico, la Dirección del 
Hospital Lagomaggiore le negó el derecho al aborto solicitado por su madre, fallando 
el juez en igual sentido. Caso L.B: una niña de 12 años violada por su padrastro 
cuya madre solicitó la interrupción del embarazo con el consentimiento de la niña 
quien fue internada por orden del Grupo de Alto Riesgo del Hospital pediátrico Notti. 
Bajo asedio y presión de personas extrañas lograron el desistimiento por parte de la 
niña. Existe denuncia formulada por las abogadas que patrocinaron a la solicitante 
sobre intimidaciones y persecuciones por parte de autoridades provinciales de los 
poderes Ejecutivo y Judicial.
18. “El miércoles último a la madrugada, una nena de 11 años fue internada en el 
hospital Teodoro Schestakow de San Rafael tras una violación. A raíz de los reite-
rados abusos sufridos, la pequeña quedó embarazada. Entonces, su madre realizó 
la denuncia en una comisaría de la zona e inmediatamente pidió a la Justicia que 
autorice el aborto de su hija. El juez Pablo Peñazco se declaró incompetente: el 
hecho se habría producido en la provincia de La Pampa, donde residen la nena y su 
madre. Aunque los chequeos médicos se realizaron en la provincia cuyana, tanto la 
causa por violación como el pedido de aborto no punible seguirían su curso en La 
Pampa” / Diario Página 12, “Un derecho con jurisdicción” 07/02/09 Disponible en 
www.pagina12.com.ar 
19. Caso M. V. (2.008) la Cámara de Apelaciones dicta la nulidad del procedimiento 
ordenado por la Fiscal y la Jueza de Garantías de la ciudad de Mendoza.
20. En el caso L. M. R joven discapacitada con edad mental de 8 años “La señora 
jueza de Menores (Inés Siro) dicta sentencia... (resolviendo)... no hacer lugar a lo 
que entiende ha sido una petición judicial para efectuar prácticas abortivas en la 
persona de la menor y, como medida de protección al niño por nacer y a la menor, 
ordena la concurrencia mensual a dicho órgano con constancia médica de control 
de embarazo y oficia a la Subsecretaría de Minoridad a los efectos de arbitrar todos 
los medios necesarios para la protección de la salud física y psíquica de la menor 
de autos y del niño por nacer (Expediente judicial fs. 59/64vta.)”. y en caso M. C de 
Paraná la joven discapacitada es llevada, en un operativo de “secuestro” durante la 
noche a un hogar del Consejo del Menor en el que están otras jóvenes embaraza-
das. Se la separa de su madre a la que se le imponen horarios de visita. Permaneció 
allí durante 5 días (información de una ONG de mujeres local) Ingresa en el Hospital 
de Niños San Roque en el que se la hospeda en una sala para parturientas de alto 
riesgo, y se la somete a vigilancia por parte del Consejo Provincial del Menor, que 
asignado personal desde las 9,00 a las 18,00hs para “tutelar” al feto. (Ver Anexo)
21. En la ciudad de Bahía Blanca (2.008) un Tribunal de Familia debió intervenir para 
revocar la suspensión de un aborto legal. La suspensión del procedimiento médico 
había sido dictada por el juez de familia Jorge Longás, habida cuenta de que un ma-
trimonio se había presentado ante su juzgado para solicitar la adopción del niño por 
nacer. La embarazada, una joven de 18 años con discapacidad mental, fue violada 
reiteradas veces durante sus salidas transitorias del Patronato de la Infancia. 
22. Caso A. K. de P. (2005) recorrió todas las instancias judiciales de la Provincia 
hasta obtener resolución favorable en la Suprema Corte de la misma, incrementan-
do los riesgos para la salud y vida de la solicitante. (Ver Anexo).
23. Caso L. M. R (2.006) la jueza Siro: declaró públicamente que sus convicciones 
religiosas le impedían hacer lugar al aborto, en el caso A. M. A. (año 2.007) el Comi-
té de Bioética del hospital consideró: “¿En algún momento se pensó en un aborto 
terapéutico? Por convicciones, cuestiones religiosas, culturales, en este hospital (y 
en Santa Fe), no”. (Ver Anexo).
24. Bianco, M; Correa, C; Pagani, L y Re, M.I: LOS ENFOQUES CULTURALES QUE 
GUÍAN LAS ESTRATEGIAS DE PREVENCIÓN DEL VIH/SIDA EN EL GRAN BUENOS AI-
RES: UN ESTUDIO DE SITUACIÓN. Un Enfoque Cultural de la Prevención y la Atención 
del VIH/SIDA (Programa de Investigación UNESCO/ONUSIDA). FEIM/UNESCO, 2003. 
http://www.feim.org.ar/pdf/publicaciones/UNESCO-FEIM.pdf
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En Argentina, desde 1996, se proveen medicamentos 
ARV gratuitamente a través de los hospitales públicos 
de todo el país. En 1998 un juicio realizado por ocho 
ONGs al Ministerio de Salud que fue avalado por la 
Corte Suprema, obliga al Ministerio de Salud de la Na-
ción a concretar esa provisión 25. Las mujeres reciben en 
general dosis similares o basadas en la experiencia de la 
medicación en varones. Esto hace que muchas mujeres 
sufran trastornos del metabolismo de las grasas y otras 
complicaciones. Lamentablemente si bien esto se regis-
tra desde hace años no se ha solucionado, ni se realizan 
estudios e investigaciones que permitan mejorar la do-
sificación de los medicamentos ARV para las mujeres. 
También la medicación ARV debe tener presentaciones 
que permitan no sólo graduar mejor la cantidad total de 
droga a ingerir, sino también en dosis que no impliquen 
tomar un alto número de pastillas y que sean más fáciles 
de tomar, esto asegura un mejor cumplimiento en su in-
gesta así como evita que se haga evidente su condición de 
VIH, en los ámbitos como el lugar de trabajo, la escuela 
u otros en que participan las mujeres.

Desde fines de los ‘90 se ha implementado el protocolo 
para la prevención de la transmisión vertical, logrando 
disminuir esa transmisión y bajaron las tasas de infección 
en los recién nacidos. La norma exige que se ofrezca el 
test a toda embarazada y se dé tratamiento a las que re-
sultan positivas. Esto no siempre se cumple, porque los 
resultados del test se demoran y se inicia tardíamente el 
tratamiento previo al parto. Otras veces porque las mu-
jeres van tarde a la primera consulta de control del em-
barazo y no llegan a poder hacer el tratamiento suficiente 
previamente al parto para ser efectivo. 26

Otro problema frecuentemente observado es que “la 
oferta” del test no siempre es voluntaria y los servi-
cios de salud frecuentemente lo incorporan a la rutina 
de exámenes complementarios, violando la ley de Sida 
Nº23798. Lamentablemente no se ha implementado 
aún el PTMH plus que garantiza el control y tratamien-
to de toda la familia de la embarazada. Tampoco aún se 
aplica el ofrecimiento del testeo a la pareja y no sólo a la 
mujer, algo que permitiría enfrentar mejor la salud del 
conjunto familiar y evitaría muchas de las presiones, dis-
criminación y/o violencia que padecen las embarazadas 
que resultan positivas.

Una importante deuda que el gobierno tiene es la aten-
ción de la salud sexual y reproductiva de las mujeres que 
viven con VIH/Sida. En general si las MVVS concurren 
a los servicios de salud sexual y reproductiva y dicen su 
condición de VIH+ son discriminadas y se tiende a no 
atenderlas, ya que en general se considera que sólo deben 
usar el preservativo en todas sus relaciones sexuales y no 
se considera deben usar otros métodos anticonceptivos. 
En muchos casos las mujeres que están bajo tratamien-
to ahora expresan habitualmente interés de tener hijos, 
lo que no siempre es aceptado por los médicos que las 

atienden, que todavía en muchos casos consideran que 
no deben tener hijos por el riesgo de transmisión del 
VIH (al hijo). Otra creencia muy arraigada en los pro-
fesionales de la salud y la sociedad es que las MVVS no 
deben tener relaciones sexuales y si las tienen “siempre” 
deben ser usando preservativo. Es esto lo que genera que 
en muchos casos en ellas se promueve la esterilización 
quirúrgica e incluso el aborto aunque este sea clandesti-
no con el mayor riesgo que esto implica para estas mu-
jeres: infecciones, hemorragias y otros problemas que en 
ellas son de mayor riesgo para la vida.

Tampoco se integra la prevención, diagnóstico y trata-
miento del VIH a los servicios de salud sexual y repro-
ductiva, con lo cual no se hace prevención, ni se detecta 
la infección tempranamente, ni se controlan a las MVVS 
para evitar que enfermen. Todo esto redunda en que no se 
disminuye la vulnerabilidad de las mujeres jóvenes a la in-
fección y la epidemia continúa creciendo en base a ellas.

Educación sexual
En el año 2006 se aprobó en el Congreso la ley de Edu-
cación Sexual Integral –ley nacional 26.206- que estable-
ció se incorporara en todos los niveles de la escolaridad, 
desde el inicial hasta el universitario, esta enseñanza con 
perspectiva de género. Si bien el Ministerio de Educa-
ción de la Nación se retrasó en establecer los lineamien-
tos para incorporar la ESI en el currículum de todos los 
niveles de la escolaridad, a partir del 28 de mayo del 
2008 el Consejo Federal de Educación lo aprobó y ahora 
las provincias deben implementarlo en las escuelas en sus 
jurisdicciones. 27

Lamentablemente esto no se ha concretado y aún no se 
aplica en la mayoría de las provincias, o se lo hace en 
forma muy dispar. En algunas provincias se ha legislado 
la educación religiosa y ya se ha incorporado, mientras 
que la educación sexual integral aún espera ser inicia-
da. La educación religiosa si bien la ley en algunas pro-
vincias establecía que debía respetar la libertad de culto 
y no ser motivo de discriminación, en la provincia de 
Salta, donde se empezó a implementar inmediatamente 
de sancionada la ley, sólo se imparten clases de religión 
católica y los niños/as que no son religiosos les piden a 
sus padres asistir a las clases de religión católica para que 
los otros niños y niñas no los señalen como ateos y los 
discriminen 28. 
25. Bianco, M ;Re, M.I.;Pagani,L y Barone,E.;  Derechos Humanos y acceso a trata-
miento para VIH/SIDA en Argentina. Estudios de Caso sobre Derechos Humanos. 
LACASSO/FEIM/ ONUSIDA. Argentina, 1999. 
26. Bianco, M; Barreda, V. y Mariño, A: “Monitoreo de los compromisos asumidos 
frente al Sida en Salud Sexual y Reproductiva”, FEIM/GESTOS, 2008. http://www.
feim.org.ar/pdf/publicaciones/Info_ungass_feim_res_cast.pdf
27. Consejo Federal de Educación, Resolución CFE Nº45/08. http://www.conders.
org.ar/pdf/res_consejo_fed_edu.pdf
28. “Con la cruz, la pluma y la palabra”, artículo publicado en Página 12, 01 de 
febrero de 2009. http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-119311-2009-
02-01.html



CAIRO+15 · Informe de ONGS de Mujeres sobre la Implementación del Programa de Acción de la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo # 15

Violencia contra las 
mujeres
En Argentina, la violencia contra las mujeres se aborda 
de manera desarticulada y fragmentada, a través de orga-
nismos que dependen de los ministerios de Justicia, del 
Interior, de Desarrollo Social, y otras entidades guberna-
mentales de atención a la mujer, en el nivel nacional, pro-
vincial y municipal. La insuficiencia de los organismos 
gubernamentales es suplida por ONGs y organizaciones 
de mujeres así como servicios de asesoramiento legal 
gratuito provisto por colegios de abogados en distintas 
jurisdicciones. Una restricción importante es la falta de 
una ley específica de violencia contra la mujer que se ha 
superado recientemente con la sanción, en el Congreso a 
principio de marzo del 2008, de la nueva ley. Ahora de-
bemos esperar su implementación. Otra no menor es la 
existencia de organismos gubernamentales para los temas 
de las mujeres, como el Consejo Nacional de la Mujer, 
débiles política, técnica y presupuestariamente,  organis-
mos a nivel nacional y provincial que en los últimos años 
se fueron desjerarquizando y empobreciendo. 
 
Una falencia importante es la falta de datos y de un re-
gistro nacional de casos de violencia contra las mujeres, y 
otras estadísticas oficiales que den cuenta de la magnitud 
de esta problemática en todo el país. Si bien el Consejo 
Nacional de la Mujer tiene esa función asignada, no ha 
implementado el registro, ni ha elaborado propuestas y 
protocolos de atención a pesar de su reiterado compro-
miso de hacerlo en los últimos años.

Según la Dirección Nacional de Política Criminal de-
pendiente del Ministerio de Justicia, Seguridad y De-
rechos Humanos de la Nación, en 2005 se reportaron 
10.318 delitos contra la integridad sexual femenina, de 
los cuales 3.154 fueron violaciones. Las denuncias por 
violación que ingresaron en las distintas fiscalías del país 
tuvieron en el 2008 un promedio de un ataque sexual 
cada 150 minutos, y en la mitad de los casos las víctimas 
fueron menores de edad. Sólo un tercio de los casos son 
denunciados, y apenas un 10% de las causas terminan 
con los agresores detenidos, según datos de la Dirección 
Nacional de Política Criminal 29. 

El Consejo Nacional de la Mujer releva la información 
producida por algunos servicios que integran la red de 
usuarios del Instrumento de Registros de casos de violen-
cia familiar contra la mujer 30. De los apenas 3171 ca-
sos informados un 77,5% corresponde a violencia física, 
90,5% a violencia psicológica, 58% a violencia econó-
mica y el 37% violencia sexual. En todos los casos el ma-
yor porcentaje de victimarios corresponde a concubino o 
cónyugue, seguido de ex parejas. Ambas categorías cons-
tituyen entre el 80 y 90% de los casos. No se registran 
diferencias en las víctimas según el nivel educacional.

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entre el 70 y 
el 75% de las llamadas recibidas en la línea 137 de las 
Brigadas de Intervención del Programa de Víctimas con-
tra las Violencias del Ministerio de Justicia –creado en el 
2006-, fueron realizadas por mujeres maltratadas física 
o psicológicamente. En la misma Ciudad, del total de 
llamadas recibidas en la línea telefónica gratuita de la Di-
rección General de la Mujer del Gobierno de la Ciudad 
de Buenos Aires “durante el primer semestre de 2007, 
14 fueron por un hecho de violación, de las cuales el 
85% de las víctimas eran mujeres de entre 14 y 23 años” 
31. En el año 2008 por día se inician un promedio de 
14 causas por violencia familiar, registrándose un fuerte 
incremento en relación al 2005 32. 

La oficina de violencia doméstica de la Corte Suprema 
de Justicia registró durante sus primeros cuatro meses de 
funcionamiento (septiembre de 2008 a Enero de 2009) 
2072 denuncias de casos de violencia, de las cuales 90% 
son de tipo psicológica, 70% física, 32% económica y 
18% violencia sexual. Del total de personas denunciadas 
1718 son hombres y sólo 248 son mujeres.
 
El Programa Provincial de Atención a Mujeres Víctimas 
de la Violencia que depende de la Secretaría de Derechos 
Humanos de la Provincia de Buenos Aires (la de mayor 
población en el país) recibe aproximadamente 1000 lla-
madas mensuales por violencia familiar a través del 911 
(línea telefónica gratuita). En 8 de cada 10 casos el agre-
sor era la pareja, ex pareja o novio. 

Los datos disponibles en el país no permiten conocer el 
perfil socioeconómico, etnia, religión y otros datos re-
levantes de las mujeres víctimas de violencia. La infor-
mación sobre las edades más afectadas es incompleta y 
errática. 
 
La precariedad de la información estadística sobre violen-
cia contra las mujeres y muy especialmente sobre violen-
cia sexual, es preocupante en Argentina. La inexistencia 
de un registro oficial unificado de datos estadísticos hace 
imposible conocer la magnitud de esta problemática en 
el país, y constituye uno de los principales obstáculos 
para diseñar e implementar políticas públicas adecuadas. 
No existe un protocolo único de atención de las víctimas 
de violencia sexual que garantice la prevención post ex-
posición del VIH/SIDA, la provisión de Anticoncepti-
vos Hormonales de Emergencia para evitar embarazos y 
el asesoramiento psico-legal integral.

29. Bianco, M; Mariño, A y Re, M.I “Violencia contra las mujeres y VIH en el MERCO-
SUR: La situación Argentina”, FEIM, Noviembre 2008
30. El informe releva solo los datos de servicios de las siguientes localidades: Tigre, 
San Isidro y Lanús en la Provincia de Buenos Aires, Comodoro Rivadavia en Provincia 
de Chubut, y Santiago del Estero Capital en la provincia de Santiago del Estero.
31. FEIM / GESTOS / Actionaid / Red de Salud de las Mujeres Latinoamericanas y 
del Caribe / IAWC. Op. cit. 
32. 25 de Noviembre – Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra las 
Mujeres – UNFPA/UNIFEM – Noviembre 2008.
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La prevención y asistencia de la violencia contra las mu-
jeres se brinda de forma fragmentada y desarticulada, 
tanto entre los organismos específicos de atención a esta 
problemática, como entre éstos y los servicios de salud. 
No existe un plan nacional de acción para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mujeres. No se 
realizan campañas de prevención y difusión, ni se ha 
avanzado en la creación de un registro nacional unificado 
de víctimas de toda forma de violencia contra la mujer, 
por lo cual no se tiene una idea real de la magnitud del 
problema en Argentina. 
 
El Consejo Nacional de la Mujer, dependiente del Mi-
nisterio de Desarrollo Social, es el órgano encargado de 
instrumentar las políticas de género y de realizar el mo-
nitoreo de la implementación en Argentina de la Con-
vención de Belém do Pará, la Convención sobre todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Pla-
taforma de Beijing. En 1996 el Consejo puso en marcha 
el Plan Nacional de Capacitación, Asistencia Técnica y 
Sensibilización en la Temática de la Violencia contra la 
Mujer, pero este Plan no desarrolla acciones sistemáticas 
ni cuenta con un presupuesto específico para su ejecu-
ción. Por ende sus acciones no han tenido impacto e in-
cluso en años recientes sus acciones han disminuido. 
 
El Consejo también ha realizado intentos erráticos para 
implementar un Registro Unificado de Casos, a través de 
un Sistema de Información y Monitoreo de la Violencia 
Familiar y contra la Mujer, pero son muy pocos los servicios 
que sistematizan e informan sus datos, y no existe un segui-
miento que garantice la conformación de este Registro. 
 
Cabe destacar que el Consejo Nacional de la Mujer ha 
sufrido una reducción del 80.3% de su presupuesto en-
tre el 2005 y el 2007 y se desjerarquizó. Además cuenta 
con una estructura técnica débil, por tanto para poder 
concretar políticas y actividades rectoras en esta temáti-
ca debería jerarquizarse políticamente, mejorar su planta 
técnica y aumentar su presupuesto específico para esto. 
 
En 2006 se creó el Programa Víctimas contra las Violen-
cias en el ámbito del Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos de la Nación. El Programa brinda 
asistencia a víctimas de delitos sexuales, violencia familiar, 
maltrato infantil y explotación sexual infantil. Aunque es 
un programa nacional, su radio de acción desde su crea-
ción se limita a la Ciudad de Buenos Aires. El Programa 
cuenta con Brigadas Móviles de Emergencia, integradas 
por psicólogos/as y trabajadores/as sociales, que junto a 
un agente policial actúan inmediatamente después de que 
la víctima realiza la denuncia del agresor. Las Brigadas tie-
nen el objetivo de contener a la víctima y de asesorarla 
sobre la importancia de mantener esta denuncia. 
 
Desde septiembre de 2008, y por gestión de este Progra-
ma, la asignatura Violencia Familiar fue incluida en la 
currícula de formación de oficiales, suboficiales y cadetes 

de la Policía Federal. 
 
En septiembre de 2008 se inauguró la Oficina de Vio-
lencia Doméstica creada por la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación, con el objetivo de brindar atención 
especializada durante las 24 horas del día. Si bien es una 
dependencia nacional, funciona solamente en la Ciudad 
de Buenos Aires, a manera de experiencia piloto. El or-
ganismo brinda asistencia jurídica, médica, psicológica y 
social a través de siete equipos interdisciplinarios. 
 
La Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuenta con la 
Dirección General de Atención y Asistencia a la Vícti-
ma, dependiente de la Dirección General de la Mujer. 
Los Centros Integrales de la Mujer brindan orientación 
y tratamiento psicosocial, asesoramiento jurídico y pa-
trocinio letrado. Ofrece también un Servicio Público de 
Asistencia Integral a la Violencia Doméstica y Sexual, e 
implementa el Programa Noviazgos Violentos, que dis-
pone de una línea telefónica gratuita y ofrece tratamien-
to para mujeres y varones de 13 a 21 años, y sus familias. 
Lamentablemente desde el 2008 se han restringido sus 
funciones y también los recursos disponibles.  
 
La Ciudad también cuenta con el Centro de Orientación 
a la Víctima, creado en 1991, actualmente dependiente 
de la Dirección General de Operaciones de la Superin-
tendencia de Seguridad Metropolitana de la Policía Fe-
deral. Allí se brinda atención, asesoramiento y orienta-
ción a los servicios pertinentes. 
 
En la Provincia de Buenos Aires se crearon en 1998 los 
Centros de Asistencia a la Víctima (CAV), a través de 
una reforma del Código de Procedimiento Penal. Estos 
Centros cuentan con equipos interdisciplinarios, inte-
grados por abogados, trabajadores sociales, y psicólogos. 
Su función es el asesoramiento y contención en todo el 
proceso penal que se inicia desde el momento que se rea-
liza una denuncia penal en cuestiones de violencia fami-
liar, maltrato infantil y delitos sexuales hasta la instancia 
del juicio. Los CAV funcionan en las cabeceras de los 
Departamentos Judiciales y dependen de la Fiscalía Ge-
neral de la Procuración General de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia. Cada Departamento Judicial ha 
conformado su CAV, según el criterio del Fiscal General 
de esa departamental. Por eso, los CAV difieren en los 
enfoques de abordaje, en la cantidad de profesionales y 
hasta en las funciones que cumplen.

La Provincia también cuenta con 25 Comisarías de la 
Mujer, dependientes de la Dirección General de Coor-
dinación de Políticas de Género del Ministerio de Se-
guridad provincial. Las Comisarías ofrecen atención in-
tegral a las mujeres en situación de violencia, a través 
de equipos interdisciplinarios. Lamentablemente estas 
comisarías se han limitado en su funcionamiento, no se 
crearon nuevas desde hace unos años y el personal no es 
capacitado. 
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La Provincia de Córdoba cuenta con el Programa de 
Violencia Familiar, dependiente de la Dirección de Asis-
tencia a la Víctima del Delito y Violencia Familiar, Secre-
taría de Justicia. Sus 12 Comisarías de la Mujer cuentan 
con equipos interdisciplinarios de abogados, psicólogos 
y trabajadores sociales, que brindan asistencia directa a 
personas en situación de violencia. 
 
A partir de la Ley 11.202 se crea en la Provincia de San-
ta Fe el Centro de Asistencia a la Víctima y al Testigo. 
El mismo depende de la Defensoría del Pueblo y tiene 
asiento en Santa Fe y Rosario. La Provincia también 
cuenta con Centros de Orientación a la Víctima de Vio-
lencia Sexual y Familiar”. En el Municipio de Rosario 
se estructuró recientemente el programa “Noviazgos sin 
Violencia”. 
 
Algunos municipios del país cuentan con sus propios 
programas de asistencia a la violencia contra las mujeres. 
Por ejemplo, en la Ciudad de Mendoza, en la Provincia 
del mismo nombre, funciona el Departamento de Pre-
vención y Asistencia a la Violencia Familiar, dependiente 
de la Dirección de Acción Social, Secretaría de Gobier-
no. En la Ciudad de Rosario (Provincia de Santa Fe) fun-
ciona el Programa de Prevención y Atención a la Violen-
cia Familiar. El mismo depende del Área de la Mujer de 
la Secretaría de Promoción Social de la Municipalidad. 
En la Ciudad de Bahía Blanca (Provincia de Buenos Ai-
res) funciona el Servicio de Asistencia y Prevención de 
la Violencia Familiar y el Maltrato Infantil, dependiente 
del Departamento de Niñez de la Secretaría de Promo-
ción Social de la Municipalidad. Vale aclarar que, como 
ni los programas provinciales ni los organismos jurídicos 
especializados cuentan con presupuestos específicos para 
cubrir las necesidades inmediatas de las mujeres víctimas 
de violencia (mudanza, mobiliario, subsistencia, etc.), 
son los municipios los que asumen estos gastos. 
 
Como puede verse, en los diferentes niveles del Estado, 
existe una gran diversidad y heterogeneidad de progra-
mas y servicios de atención a las mujeres en situación de 
violencia. A ellos se suman algunas ONGs que prestan 
servicios de apoyo y asesoramiento. Todo este abanico 
de instituciones trabaja sin una adecuada articulación 
territorial y presentan abordajes diversos de la proble-
mática. A ello se suma la escasa disponibilidad de casas 
convivenciales o “refugios” para mujeres en situación de 
violencia en todo el país. Ni siquiera, existe información 
disponible sobre la cantidad que se encuentra en funcio-
namiento. 
 
La ausencia de una perspectiva de género que oriente las 
políticas en el campo de la violencia contra la mujer, apa-
rece como uno de los principales obstáculos para lograr 
una adecuación de estas políticas a las demandas reales 
de las mujeres víctimas de violencia, e implementar es-
trategias de promoción y prevención. 

Violencia y VIH/SIDA: En el campo de las políticas 
públicas no existen programas gubernamentales que ar-
ticulen las estrategias para mitigar las pandemias de la 
violencia de género y el VIH/Sida en las mujeres. Si bien 
en algunas jurisdicciones como en Ciudad de Buenos Ai-
res, Rosario y otros se incorporó el protocolo de atención 
de las víctimas de violencia sexual con la provisión de 
AHE (Anticoncepción Hormonal de Emergencia) para 
disminuir el riesgo de embarazo y también la profilaxis 
Post Exposición, aún no se universalizó. 
 
El “advocacy” en torno a la vinculación y potenciación 
de ambas problemáticas es relativamente reciente, y pro-
viene del sector no gubernamental, especialmente FEIM 
que desde marzo del 2006 esta promoviendo la campa-
ña “Las mujeres no esperamos, acabemos la violencia 
contra las mujeres y el VIH/SIDA. YA!” e inició ac-
ciones de abogacía y también de investigación para pro-
mover la aplicación de programas y políticas públicas 
específicas. El estudio de esta intersección resultó en la 
asociación con algunas organizaciones especialmente de 
mujeres que viven con VIH/SIDA como el punto focal 
para Argentina del Movimiento Latinoamericano y del 
Caribe de Mujeres Positivas y la Red Argentina de Muje-
res viviendo con VIH/SIDA.

En el 2008 se inició un proyecto de investigación de la 
intersección entre violencia contra las mujeres y VIH/
SIDA en cuatro países del MERCOSUR con el apoyo 
de UNIFEM, que realizan organizaciones de mujeres de 
esos países, que permitirá contar con esta información 
por primera vez.
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Conclusiones

Es evidente que si bien en Argentina hemos avanzado en 
la implementación del Programa de Acción de la Con-
ferencia Internacional de Población y Desarrollo (Cairo 
´94) aún se está lejos de haber logrado cumplir todos los 
objetivos y metas. Esto también se refleja en el incumpli-
miento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, que 
si bien son más generales y ulteriores, refuerzan las metas 
de la CIPD´94 y de su revisiones a los 5 y 10 años.

Los avances han sido más importantes en la legislación 
pero aún queda un amplio camino a recorrer para lograr 
su total, amplia y uniforme implementación en todo el 
país. Por ser Argentina un país federal cabe a las provin-
cias una autonomía que exige la expresa adhesión a la 
legislación nacional en muchos aspectos de la salud y la 
educación. Esto no debería ser excusa para que el país en 
su conjunto y el gobierno nacional y provincial no asu-
man su responsabilidad y cumplan con los compromisos 
asumidos.

Frente a esta realidad, el fortalecimiento de la Sociedad 
Civil y especialmente los grupos de mujeres, son clave. 
En ese sentido se avanzó no sólo en ese fortalecimiento 
en todo el país sino que se lograron establecer alianzas 
con otros grupos de la Sociedad Civil, mereciendo espe-
cial mención las organizaciones de Derechos Humanos 
como el CELS, con quienes desde el 2002 se elaboran los 
informes sombras de la CEDAW y otros grupos, como 
las organizaciones de jóvenes y adolescentes, las asocia-
ciones de profesionales  principalmente los de la salud 
y el derecho y las asociaciones y grupos de periodistas y 
comunicadores sociales. Esto nos permite ser optimistas 
respecto a poder continuar ejerciendo presión a los go-
biernos locales, provinciales y nacionales, a fin de que 
cumplan estas metas.

Sin embargo, debemos señalar que el aumento de la po-
breza y la crisis económica mundial constituyen factores 
que dificultarán el avance. Si bien esto obliga a la so-
ciedad civil a estar más atenta a fin de no permitir que 
la crisis mundial sea utilizada como una excusa, no es 
posible negar que sus efectos son inevitables. Respecto al 
aumento de la pobreza nos preocupa el crecimiento de 
la desigualdad, que va ampliando la brecha de las dife-
rencias entre pobres y ricos, con amplios sectores medios 
que se perpetúan en la pobreza y cuya recuperación pare-
ce cada vez más difícil de lograr.

Buenos Aires, marzo 2009.
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